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LEGISLACIÓN 
 

 

 

         

España 

1/2/2022 

Resolución de 28 de enero de 2022, de la Dirección General de Salud Pública, por la que se modifica 
la de 4 de junio de 2021, relativa a los controles sanitarios a realizar en los puntos de entrada de 
España. 

Acuerdo de 13 de enero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a las normas 
sobre composición y funcionamiento de las Secciones de cada una de las Salas y sobre asignación 
de ponencias. 

2/2/2022 

Instrumento de ratificación del Protocolo que modifica el Convenio de 29 de julio de 1960, sobre la 
responsabilidad civil en materia de energía nuclear modificado por el Protocolo Adicional de 28 de 
enero de 1964 y por el Protocolo de 16 de noviembre de 1982, hecho en París el 12 de febrero de 
2004. 

Real Decreto 96/2022, de 1 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 1383/2008, de 1 de 
agosto, por el que se aprueba la estructura orgánica y de participación institucional del Servicio 
Público de Empleo Estatal. 

Resolución de 24 de enero de 2022, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Bonos y Obligaciones del Estado celebradas el día 
20 de enero de 2022. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, del Banco de España, por la que se publican determinados tipos 
de interés oficiales de referencia del mercado hipotecario. 

3/2/2022 

Circular 1/2022, de 24 de enero, del Banco de España, a los establecimientos financieros de crédito, 
sobre liquidez, normas prudenciales y obligaciones de información, y que modifica la Circular 1/2009, 
de 18 de diciembre, a entidades de crédito y otras supervisadas, en relación con la información sobre 
la estructura de capital y cuotas participativas de las entidades de crédito, y sobre sus oficinas, así 
como sobre los altos cargos de las entidades supervisadas, y la Circular 3/2019, de 22 de octubre, 
por la que se ejerce la facultad conferida por el Reglamento (UE) 575/2013 de definir el umbral de 
significatividad de las obligaciones crediticias vencidas. 

Resolución de 27 de enero de 2022, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por 
la que se establece la estimación de la cuantía de los costes recuperables por el operador del mercado 
relativos a los acoplamientos únicos diario e intradiario en el ejercicio 2022. 

Resolución de 2 de febrero de 2022, del Banco de España, por la que se publica el tipo de rendimiento 
interno en el mercado secundario de la deuda pública de plazo entre dos y seis años por su 
consideración como uno de los tipos de interés oficiales de referencia del mercado hipotecario de 
acuerdo con la Orden EHA/2899/2011, de 28 de octubre, de transparencia y protección del cliente de 
servicios bancarios. 
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4/2/2022 

Resolución de 27 de enero de 2022, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la 
que se fija el precio medio de la energía a aplicar en el cálculo de la retribución del servicio de gestión 
de la demanda de interrumpibilidad prestado por los consumidores de los sistemas eléctricos de los 
territorios no peninsulares a los que resulta de aplicación la Orden ITC/2370/2007, de 26 de julio, 
durante el primer trimestre de 2022. 

Resolución de 27 de enero de 2022, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por 
la que se establece provisionalmente la retribución de las empresas distribuidoras de energía eléctrica 
para el ejercicio 2022. 

Resolución de 27 de enero de 2022, de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, por 
la que se establece provisionalmente la retribución de las empresas titulares de instalaciones de 
transporte de energía eléctrica para el ejercicio 2022. 

5/2/2022 

Resolución de 1 de febrero de 2022, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 30/2021, de 23 de diciembre, por el 
que se adoptan medidas urgentes de prevención y contención para hacer frente a la crisis sanitaria 
ocasionada por la COVID-19. 

7/2/2022 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Intervención General de la Administración del Estado, por 
la que se modifica la de 30 de julio de 2015, por la que se dictan instrucciones para el ejercicio del 
control financiero permanente. 

8/2/2022 

Resolución de 3 de febrero de 2022, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 1/2022, de 18 de enero, por el que se 
modifican la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y resolución de entidades de crédito; 
la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de entidades de crédito y empresas de 
servicios de inversión; y el Real Decreto 1559/2012, de 15 de noviembre, por el que se establece el 
régimen jurídico de las sociedades de gestión de activos, en relación con el régimen jurídico de la 
Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la Reestructuración Bancaria. 

Resolución de 3 de febrero de 2022, del Congreso de los Diputados, por la que se ordena la 
publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de 
medidas urgentes para la reforma laboral, la garantía de la estabilidad en el empleo y la 
transformación del mercado de trabajo. 

Acuerdo de 20 de enero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, 
relativo a las normas sobre composición de las secciones, turnos para completar sala y ponencias de 
la Sala de lo Civil y Penal, Sala de lo Contencioso-Administrativo y Sala de lo Social, durante el año 
2022. 

Acuerdo de 20 de enero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-
La Mancha, relativo a las normas sobre composición, funcionamiento y asignación de ponencias entre 
los Magistrados de la Sala de lo Civil y Penal, Sala de lo Contencioso-Administrativo y Sala de lo 
Social. 

Resolución de 27 de enero de 2022, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la 
que se establece el importe definitivo pendiente de cobro a 31 de diciembre de 2021, del derecho de 
cobro adjudicado en la subasta de 12 de junio de 2008, del déficit reconocido ex ante en la liquidación 
de las actividades reguladas. 
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Resolución de 27 de enero de 2022, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la 
que se establece el importe pendiente de cobro a 31 de diciembre de 2021 de los derechos de cobro 
cedidos al fondo de titulización del déficit del sistema eléctrico. 

9/2/2022 

Ley 1/2022, de 8 de febrero, por la que se modifica la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se 
aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Real Decreto 115/2022, de 8 de febrero, por el que se modifica la obligatoriedad del uso de mascarillas 
durante la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. 

Ley Foral 19/2021, de 29 de diciembre, de modificación de diversos impuestos y otras medidas 
tributarias. 

Ley Foral 20/2021, de 29 de diciembre, por la que se modifica la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, 
de Haciendas Locales de Navarra. 

Acuerdo de 3 de febrero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se atribuye, en virtud de lo previsto en el artículo 80.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
a la Sección 31.ª de la Audiencia Provincial de Madrid, de nueva creación, el conocimiento exclusivo 
y excluyente de las materias propias del derecho de familia, respecto a los mismos asuntos y materias 
de los que conocen las secciones 22.ª y 24.ª de la misma Audiencia Provincial. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, del Banco de España, por la que se publican los índices y tipos 
de referencia aplicables para el cálculo del valor de mercado en la compensación por riesgo de tipo 
de interés de los préstamos hipotecarios, así como para el cálculo del diferencial a aplicar para la 
obtención del valor de mercado de los préstamos o créditos que se cancelan anticipadamente. 

10/2/2022 

Orden PCM/80/2022, de 7 de febrero, por la que se modifica el anexo II del Real Decreto 1513/2005, 
de 16 de diciembre, por el que se desarrolla la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del ruido, en lo 
referente a la evaluación y gestión del ruido ambiental. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas europeas que han sido ratificadas durante el 
mes de enero de 2022 como normas españolas. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas UNE anuladas durante el mes de enero de 
2022. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se publica la relación de normas UNE aprobadas por la Asociación Española de 
Normalización, durante el mes de enero de 2022. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se someten a información pública los proyectos de norma UNE que la Asociación 
Española de Normalización tiene en tramitación, correspondientes al mes de enero de 2022. 

Resolución de 1 de febrero de 2022, de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa, por la que se someten a información pública los proyectos de normas europeas e 
internacionales que han sido tramitados como proyectos de norma UNE por la Asociación Española 
de Normalización, correspondientes al mes de enero de 2022. 

Orden ETD/84/2022, de 9 de febrero, por la que se dispone la emisión de Obligaciones del Estado a 
treinta años mediante el procedimiento de sindicación. 

11/2/2022 

Orden ETD/88/2022, de 10 de febrero, por la que se publican los resultados de emisión y se completan 
las características de las Obligaciones del Estado a treinta años que se emiten en el mes de febrero 
de 2022 mediante el procedimiento de sindicación. 
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Orden INT/85/2022, de 10 de febrero, por la que se modifica la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, 
por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones 
de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. 

15/2/2022 

Resolución de 25 de enero de 2022, de la Secretaría de Estado de Hacienda, por la que se dictan 
instrucciones para el establecimiento de cauces estables de colaboración entre la Dirección General 
del Catastro y la Agencia Estatal de Administración Tributaria en materia de intercambio de 
información y acceso directo a las respectivas bases de datos. 

16/2/2022 

Real Decreto 125/2022, de 15 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 139/2020, de 28 de 
enero, por el que se establece la estructura orgánica básica de los departamentos ministeriales. 

18/2/2022 

Resolución de 7 de febrero de 2022, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Bonos y Obligaciones del Estado celebradas el día 
3 de febrero de 2022. 

Resolución de 17 de febrero de 2022, del Banco de España, por la que se publican determinados 
tipos de interés oficiales de referencia del mercado hipotecario. 

22/2/2022 

Acuerdo entre el Reino de España y la República de Uzbekistán sobre cooperación en materia de 
lucha contra la delincuencia, hecho ad referendum en Madrid el 5 de noviembre de 2013. 

Resolución de 18 de febrero de 2022, de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, por la que se 
corrigen errores en la Circular 1/2022, de 10 de enero, relativa a la publicidad sobre criptoactivos 
presentados como objeto de inversión. 

Acuerdo de 9 de febrero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno de la Audiencia Nacional, relativo a la 
modificación del turno de ponencias y distribución de asuntos en la Sección Cuarta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo. 

Acuerdo de 3 de febrero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, 
Ceuta y Melilla, relativo a los turnos de reparto de la Sala de lo Civil y Penal, así como de la Sección 
de Apelación Penal. 

Acuerdo de 9 de febrero de 2022, de la Comisión Permanente del Consejo General del Poder Judicial, 
por el que se publica el Acuerdo de la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia del País 
Vasco, relativo a las normas de distribución de asuntos entre las Secciones de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo para el año 2022. 

23/2/2022 

Real Decreto-ley 2/2022, de 22 de febrero, por el que se adoptan medidas urgentes para la protección 
de los trabajadores autónomos, para la transición hacia los mecanismos estructurales de defensa del 
empleo, y para la recuperación económica y social de la isla de La Palma, y se prorrogan 
determinadas medidas para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica. 

Real Decreto 147/2022, de 22 de febrero, por el que se regula el régimen de sustituciones y de 
medidas de apoyo o refuerzo en el Ministerio Fiscal. 

Real Decreto 152/2022, de 22 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 
2022. 
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24/2/2022 

Resolución de 23 de febrero de 2022, por la que se modifica la de 4 de junio de 2021, de la Dirección 
General de Salud Pública, relativa a los controles sanitarios a realizar en los puntos de entrada de 
España. 

25/2/2022 

Ley 2/2022, de 24 de febrero, de medidas financieras de apoyo social y económico y de cumplimiento 
de la ejecución de sentencias. 

Orden HFP/114/2022, de 22 de febrero, por la que se modifica la Orden de 2 de junio de 1994, por la 
que se desarrolla la estructura de la Agencia Estatal de Administración Tributaria. 

Orden HFP/115/2022, de 23 de febrero, por la que se aprueba la relación de valores negociados en 
centros de negociación, con su valor de negociación medio correspondiente al cuarto trimestre de 
2021, a efectos de la declaración del Impuesto sobre el Patrimonio del año 2021 y de la declaración 
informativa anual acerca de valores, seguros y rentas, y por la que se modifica la Orden 
EHA/3481/2008, de 1 de diciembre, por la que se aprueba el modelo 189 de declaración informativa 
anual acerca de valores, seguros y rentas, los diseños físicos y lógicos para la sustitución de las hojas 
interiores de dicho modelo por soportes directamente legibles por ordenador y se establecen las 
condiciones y el procedimiento para su presentación telemática. 

Corrección de errores del Real Decreto 65/2022, de 25 de enero, sobre actualización de las pensiones 
del sistema de la Seguridad Social, de las pensiones de Clases Pasivas y de otras prestaciones 
sociales públicas para el ejercicio 2022. 

Resolución de 17 de febrero de 2022, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se publican los resultados de las subastas de Letras del Tesoro a tres y nueve meses 
correspondientes a las emisiones de fecha 18 de febrero de 2022. 

28/2/2022 

Acuerdo de colaboración entre el Consejo General del Poder Judicial y la Fiscalía Europea, para la 
utilización de la plataforma de servicios del punto neutro judicial, hecho en Madrid y Luxemburgo el 2 
de febrero de 2022. 

Orden INT/120/2022, de 25 de febrero, por la que se modifica la Orden INT/657/2020, de 17 de julio, 
por la que se modifican los criterios para la aplicación de una restricción temporal de viajes no 
imprescindibles desde terceros países a la Unión Europea y países asociados Schengen por razones 
de orden público y salud pública con motivo de la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19. 

Orden PCM/121/2022, de 24 de febrero, por la que se modifica la Orden PCM/1353/2021, de 2 de 
diciembre, por la que se desarrollan las normas legales de cotización a la Seguridad Social, 
desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional 
para el ejercicio 2021. 

Orden PCM/122/2022, de 24 de febrero, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 
22 de febrero de 2022, por el que se prorrogan las medidas contenidas en el artículo 15 del Real 
Decreto-ley 38/2020, de 29 de diciembre, por el que se adoptan medidas de adaptación a la situación 
de Estado Tercero del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte tras la finalización del periodo 
transitorio previsto en el Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, de 31 de enero de 
2020. 

Orden JUS/123/2022, de 23 de febrero, por la que se dispone la fecha de efectividad de la plaza de 
magistrado/a de la Audiencia Provincial de Murcia, con sede en Cartagena, y la de entrada en 
funcionamiento de tres juzgados, correspondientes a la programación del año 2021. 

28/2/2022 

Orden TED/132/2022, de 21 de febrero, por la que se adopta el Primer Programa de Trabajo del Plan 
Nacional de Adaptación al Cambio Climático 2021-2030. 
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Resolución de 25 de febrero de 2022, de la Dirección General del Tesoro y Política Financiera, por la 
que se disponen determinadas emisiones de Bonos y Obligaciones del Estado en el mes de marzo 
de 2022 y se convocan las correspondientes subastas. 

 

Derecho de la Unión Europea  

3/2/2022 

Corrección de errores del Reglamento (UE) 2021/241 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 
de febrero de 2021, por el que se establece el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia (DO L 57 
de 18.2.2021). 

8/2/2022 

Política de competencia: Informe anual 2020 Resolución del Parlamento Europeo, de 9 de junio de 
2021, sobre la política de competencia: Informe anual 2020 (2020/2223(INI)) (2022/C 67/01). 

Resolución del Parlamento Europeo, de 10 de junio de 2021, sobre la Estrategia de Ciberseguridad 
de la UE para la Década Digital (2021/2568(RSP). 

9/2/2022 

Dictamen del Banco Central Europeo de 30 de noviembre de 2021 sobre una propuesta de 
Reglamento para ampliar los requisitos de trazabilidad a las transferencias de criptoactivos 
(CON/2021/37). 

10/2/2022 

Corrección de errores de la Recomendación (UE) 2022/108 del Consejo, de 25 de enero de 2022, por 
la que se modifica la Recomendación (UE) 2020/1632 en lo que respecta a un enfoque coordinado 
para facilitar la libre circulación segura durante la pandemia de COVID 19 en el espacio Schengen 
(DO L 18 de 27.1.2022) . 

Corrección de errores del Reglamento (UE) 2019/2175 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 
de diciembre de 2019, por el que se modifican el Reglamento (UE) núm. 1093/2010, por el que se 
crea una Autoridad Europea de Supervisión (Autoridad Bancaria Europea); el Reglamento (UE) núm. 
1094/2010, por el que se crea una Autoridad Europea de Supervisión (Autoridad Europea de Seguros 
y Pensiones de Jubilación); el Reglamento (UE) núm. 1095/2010, por el que se crea una Autoridad 
Europea de Supervisión (Autoridad Europea de Valores y Mercados); el Reglamento (UE) núm. 
600/2014, relativo a los mercados de instrumentos financieros; el Reglamento (UE) 2016/1011, sobre 
los índices utilizados como referencia en los instrumentos financieros y en los contratos financieros o 
para medir la rentabilidad de los fondos de inversión; y el Reglamento (UE) 2015/847 relativo a la 
información que acompaña a las transferencias de fondos (DO L 334 de 27.12.2019). 

15/2/2022 

COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN 

Actualización de los datos utilizados para el cálculo de las sumas a tanto alzado y las multas 
coercitivas que propondrá la Comisión al Tribunal de Justicia de la Unión Europea en los 
procedimientos de infracción (2022/C 74/02). 

17/2/2022 

Corrección de errores de la Decisión (UE) 2021/1758 del Banco Central Europeo, de 21 de septiembre 
de 2021, por la que se modifica la Decisión BCE/2007/7 relativa a las condiciones de TARGET2-ECB 
(BCE/2021/43) (DO L 354 de 6.10.2021). 
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18/2/2022  

Directiva (UE) 2022/211 del Parlamento Europeo y del Consejo de 16 de febrero de 2022 por la que 
se modifica la Decisión Marco 2002/465/JAI del Consejo en lo que respecta a su aproximación a las 
normas de la Unión sobre protección de datos de carácter personal. 

Comunicación de la Comisión — Directrices sobre ayudas estatales en materia de clima, protección 
del medio ambiente y energía 2022.  

Sistemas de identificación electrónica notificados con arreglo al artículo 9, apartado 1, del Reglamento 
(UE) núm. 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo, relativo a la identificación electrónica y 
los servicios de confianza para las transacciones electrónicas en el mercado interior.  

21/2/2022 

Directiva (UE) 2022/228 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de febrero de 2022, por la que 
se modifica la Directiva 2014/41/UE en lo que respecta a su aproximación a las normas de la Unión 
sobre protección de datos de carácter personal. 

22/2/2022 

Corrección de errores de la Directiva (UE) 2018/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 
de diciembre de 2018, relativa al fomento del uso de energía procedente de fuentes renovables (DO 
L 328 de 21.12.2018). 

Informe Especial núm. 4/2022 Fondos de inversión: Las medidas de la UE todavía no han creado un 
verdadero mercado único que beneficie a los inversores (2022/C 85/05). 

24/2/2022  

Recomendación (UE) 2022/290 del Consejo, de 22 de febrero de 2022, por la que se modifica la 
Recomendación (UE) 2020/912 sobre la restricción temporal de los viajes no esenciales a la UE y el 
posible levantamiento de dicha restricción.  

Decisión n.o 1/2022 del Comité Mixto creado por el Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, 
de 21 de febrero de 2022, por la que se modifica el Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica 
[2022/291]. 

Decisión N.O 2/2022 del Comité Mixto creado por el Acuerdo sobre la Retirada del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía 
Atómica, de 21 de febrero de 2022, que modifica la Decisión núm. 7/2020 por la que se establece una 
lista de veinticinco personas dispuestas y capaces para ejercer como miembros del panel de arbitraje 
previsto en el Acuerdo [2022/292].  

Adopción definitiva (UE, Euratom) 2022/182, del presupuesto general de la Unión Europea para el 
ejercicio 2022. 

25/2/2022 

Decisión (UE) 2022/310 del Banco Central Europeo, de 17 de febrero de 2022, por la que se modifica 
la Decisión (UE) 2019/1743 del Banco Central Europeo relativa a la remuneración de las tenencias 
de exceso de reservas y de determinados depósitos (BCE/2022/5). 

Orientación (UE) 2022/311 del Banco Central Europeo, de 17 de febrero de 2022, por la que se 
modifica la Orientación BCE/2012/27 sobre el sistema automatizado transeuropeo de transferencia 
urgente para la liquidación bruta en tiempo real (TARGET2) (BCE/2022/4). 

Código de conducta aplicable a los Miembros y a los antiguos Miembros del Tribunal de Cuentas 
Europeo. 

28/2/2022 

Decisión (UE) 2022/321 del Consejo, de 24 de febrero de 2022, por la que se prorroga de nuevo la 
excepción temporal al Reglamento interno del Consejo establecida mediante la Decisión (UE) 
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2020/430, habida cuenta de las dificultades para viajar como consecuencia de la pandemia de COVID-
19 en la Unión. 

Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Informe de la Comisión Europea sobre la política 
de competencia 2020. 

Dictamen del Comité Europeo de las Regiones — Enfoque europeo de la inteligencia artificial — Ley 

de inteligencia artificial. 
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Contencioso-Administrativa 

Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor 
vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos 
de energía eléctrica. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, con motivo del 
recurso interpuesto por la representación procesal de una entidad mercantil contra el Real Decreto 
897/2017, de 6 de octubre, que se refieren a la financiación del bono social, manifiesta:  

“1.- En primer lugar, procede, que declaremos inaplicable el régimen de financiación del bono social 
establecido en el artículo 1, apartado 3, del Real Decreto-ley 7/2016, de 23 de diciembre (que da 
nueva redacción apartado al artículo 45.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico) 
y en la disposición transitoria única del mismo Real Decreto-ley 7/2016, por resultar incompatible con 
la Directiva 2009/72/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas 
comunes para el mercado interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE.  

Ahora bien, tal pronunciamiento de inaplicación únicamente ha de venir referido a lo que se dispone 
en tales normas respecto de la financiación del bono social; no así en lo que se refiere a otros aspectos 
de la regulación respecto los que no se ha acogido ningún motivo de impugnación. 

2.- En segundo lugar, debemos declarar inaplicables y nulos los preceptos del Real Decreto 897/2017, 
de 6 de octubre, que se refieren a la financiación del bono social. Pero tal pronunciamiento anulatorio 
no alcanza de forma global, como se postula en el suplico de la demanda, a los artículos 3 al 17 del 
citado Real Decreto, sino únicamente a aquellos artículos y apartados relativos al mencionado 
régimen de financiación del bono social. Por ello se declara la nulidad del art. 9 apartado 6, art. 13, 
14, 15, 16 y 17 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre. 

3.- Como consecuencia de los dos anteriores pronunciamientos, procede que declaremos el derecho 
de la parte actora a ser indemnizada por las cantidades abonadas en concepto de financiación bono 
social en aplicación de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 7/2016 y el Real Decreto 897/2017, de 6 
de octubre, de manera que se reintegren a la demandante todas las cantidades que hayan satisfecho 
por esos conceptos hasta la fecha de la presente sentencia, descontando las cantidades que en su 
caso hubiesen repercutido a los clientes por tal concepto para evitar su enriquecimiento injusto, más 
los intereses legales correspondientes computados desde fecha del pago hasta la fecha de su 
reintegro.  

4.- En cuanto a las cantidades que la demandante deba satisfacer con posterioridad a la fecha de 
esta sentencia por el descuento del bono social o la cofinanciación del mismo será el nuevo régimen 
legal de financiación del bono que se establezca, en sustitución del que aquí hemos declarado 
inaplicable, o en una norma específica que a tal efecto se apruebe, el que determine la vía para el 
resarcimiento de las cantidades que las demandantes se hubieran visto obligadas a anticipar”.  

En consecuencia, la Sala acuerda:  

1º.- Estimar parcialmente el recurso interpuesto por “(…) SL” contra el Real Decreto 897/2017, de 6 
de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas 
de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica;  

2º.- Declarar inaplicables el régimen de financiación del bono social establecido en el artículo 1, 
apartado 3, del Real Decreto-ley 7/2016, de 23 de diciembre -que da nueva redacción apartado al 
artículo 45.4 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico-, y la disposición transitoria 
única del mismo Real Decreto ley 7/2016, por resultar contrarios a la Directiva 2009/72/CE, del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de julio de 2009, sobre normas comunes para el mercado 
interior de la electricidad y por la que se deroga la Directiva 2003/54/CE.  

3º.- Declarar la nulidad de los artículos 9 apartado 6, art. 13, art. 14, art. 15, art. 16 y art. 17 del Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre en lo referido a la obligación de financiación y cofinanciación por 
las empresas designadas en el 45.4 de la LSE y el reparto por cuotas.  

4º.- Declarar el derecho de la parte actora a ser indemnizada por las cantidades abonadas en 
concepto de financiación del bono social y de cofinanciación con las Administraciones Públicas de 
aquellos suministros a consumidores que tengan la condición de vulnerables de manera que se 
reintegren a las demandantes todas las cantidades satisfechas por esos conceptos, descontando las 
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cantidades que en su caso hubiesen repercutido a los clientes por tal concepto, más los intereses 
legales correspondientes computados desde fecha en que se hizo el pago hasta la fecha de su 
reintegro”. STS, Contencioso-Administrativo, 3ª, de 31 de enero de 2022.   

Protección de Datos. Plataforma SIGNO. Con motivo del recurso de casación interpuesto por el 
Consejo General del Notariado contra la sentencia de la Sección de Apoyo a la Sección Séptima de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 1 de octubre de 2020, 
sobre digitalización del documento nacional de identidad, a través de la creación en la plataforma 
SIGNO, la Sala precisa: “Que la cuestión que tiene interés casacional objetivo para la formación de 
jurisprudencia consiste en determinar si el acuerdo -16 de diciembre de 2017- del Pleno del Consejo 
General del Notariado, innova el ordenamiento jurídico al imponer nuevas obligaciones a los notarios, 
que afectan a una pluralidad indeterminada de personas y al tratamiento de sus datos de carácter 
personal, y, en su caso, sí Consejo General de Notariado tiene competencia al efecto; o, por el 
contrario, sí el referido acuerdo se limita a regular obligaciones previamente establecidas en la 
normativa reguladora de la prevención del blanqueo de capitales”. 

En este sentido, la Sala declara que: “el Acuerdo el CGN a que se viene haciendo referencia comporta 
el ejercicio de una potestad reglamentaria que la mencionada Corporación no tiene atribuida y que el 
contenido del mencionado Acuerdo no puede estimarse amparado en la normativa sobre prevención 
del blanqueo de capitales y financiación del terrorismo”. STS, Contencioso-Administrativo, 5º, de 2 de 
febrero de 2022.  

Contratación pública. Intereses de demora. Cálculo. Con motivo de un contrato administrativo de 
servicios, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que estima el recurso de 
casación interpuesto por la representación procesal de la Generalidad de Cataluña contra la 
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 
de 25 de octubre de 2019, resalta:  

“El criterio de la Sala, (…), es el de considerar procedente incluir la cuota del IVA en la base para el 
cálculo de los intereses de demora, en el pago de facturas derivadas de contratos administrativos, por 
las razones que expresan las STS 427/2021, de 24 de marzo y 37/2022, de 19 de enero: 

 "1º El devengo del IVA que da lugar al nacimiento de la obligación tributaria tiene lugar, en este caso, 
con la prestación del servicio, luego lleva aparejada la exigibilidad del impuesto (cfr. artículo 75.Uno.2º 
LIVA); por su parte la factura es la constatación o prueba documentada de la realización del hecho 
imponible y el devengo en sus diferentes modalidades (cfr. sentencia de la Sección Segunda de esta 
Sala, de 20 de marzo de 2012, recurso de casación 6208/2008).  

2º La repercusión del IVA devengado en aquel para quien se realiza el servicio u operación gravada, 
tiene lugar mediante la emisión de la factura, como expresamente se recoge en el artículo 88.Tres 
LIVA y no antes (cfr. apartado cinco de dicho precepto).  

3º Tales reglas se conjugan con las previsiones del artículo 216.4 de la LCSP 2011 y que reitera el 
vigente artículo 198.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en 
adelante, LCSP 2017). Se prevé así que con la presentación de la factura ante la Administración 
contratante se inicia el plazo de treinta días de comprobación y aprobación, y si una vez aprobada 
transcurren treinta días sin efectuar el pago, incurre en mora y se inicia el devengo de intereses.  

4º Incurso en mora, el cálculo de los intereses se efectúa sobre el total de la factura, esto es, sobre la 
cuantía referida a la contraprestación por el servicio prestado más el IVA devengado. Ahora bien, la 
inclusión de la cuota del impuesto dependerá de que el contratista haya declarado e ingresado el IVA 
sin previo abono de la factura, sólo así los intereses moratorios cumplen su fin resarcitorio (cfr. 
sentencia de esta Sala y Sección de 12 de julio de 2004, recurso de casación 8082/1999) 

5º Lo dicho exige que conste el ingreso del IVA antes del cobro de la factura, más la prueba de que 
el contratista no está acogido al régimen especial del criterio de caja regulado en el Capítulo X en el 
Título IX LIVA introducido por la Ley 14/2013. 

Conforme a lo expuesto y a los efectos del artículo 93.1 de la LJCA respecto de la cuestión que 
presenta interés casacional objetivo para la formación de jurisprudencia, se concluye que debe 
incluirse la cuota del IVA en la base de cálculo de los intereses de demora por el retraso de la 
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Administración en el pago de la factura derivada del contrato administrativo. Para ello es preciso que 
el contratista acredite que ha ingresado el impuesto antes de cobrar la factura; a su vez, para el cálculo 
de los intereses sobre la cuota del IVA, el dies a quo será el del pago o ingreso de la misma”. STS, 
Contencioso-Administrativo, 3ª, de 2 de febrero de 2022.  

Protección de datos. Sobre las medidas de seguridad en materia de protección de datos y las 
personas jurídicas, la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que desestima el 
recurso de casación interpuesto por la representación procesal de una entidad mercantil contra la 
sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 22 de julio de 
2020, confirmando la sanción impuesta, declara:  

“La obligación de adoptar las medidas necesarias para garantizar la seguridad de los datos personales 
no puede considerarse una obligación de resultado, que implique que producida una filtración de datos 
personales a un tercero exista responsabilidad con independencia de las medidas adoptadas y de la 
actividad desplegada por el responsable del fichero o del tratamiento.  

En las obligaciones de resultado existe un compromiso consistente en el cumplimiento de un 
determinado objetivo, asegurando el logro o resultado propuesto, en este caso garantizar la seguridad 
de los datos personales y la inexistencia de filtraciones o quiebras de seguridad.  

En las obligaciones de medio s el compromiso que se adquiere es el de adoptar los medios técnicos 
y organizativos, así como desplegar una actividad diligente en su implantación y utilización que tienda 
a conseguir el resultado esperado con medios que razonablemente puedan calificarse de idóneos y 
suficientes para su consecución, por ello se las denomina obligaciones “de diligencia” o “de 
comportamiento”.  

La diferencia radica en la responsabilidad en uno y otro caso, pues mientras que en la obligación de 
resultado se responde ante un resultado lesivo por el fallo del sistema de seguridad, cualquiera que 
sea su causa y la diligencia utilizada. En la obligación de medios basta con establecer medidas 
técnicamente adecuadas e implantarlas y utilizarlas con una diligencia razonable. 

Y así debe interpretarse el artículo 9 de la LOPD cuando establece que “1. El responsable del fichero, 
y, en su caso, el encargado del tratamiento deberá adoptar las medidas de índole técnica y 
organizativas necesarias que garanticen la seguridad de los datos de carácter personal y eviten su 
alteración, pérdida, tratamiento o acceso no autorizado, habida cuenta del estado de la tecnología, la 
naturaleza de los datos almacenados y los riesgos a que están expuestos, ya provengan de la acción 
humana o del medio físico o natural”.  

No basta con diseñar los medios técnicos y organizativos necesarios también es necesaria su correcta 
implantación y su utilización de forma apropiada, de modo que también responderá por la falta de la 
diligencia en su utilización, entendida como una diligencia razonable atendiendo a las circunstancias 
del caso.  

Esta distinción también tiene su reflejo tanto en el Reglamento de la Unión Europea 2016/679, del 
Parlamento y del Consejo relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos, como en la LOPD 3/2018 de 5 
de diciembre, (aun cuando son normas posteriores a los hechos enjuiciados y que, por lo tanto, no 
resultan de aplicación), al diferenciar como obligaciones e infracciones autónomas entre la falta de 
adopción de aquellas medidas técnicas y organizativas que resulten apropiadas para garantizar un 
nivel de seguridad adecuado al riesgo del tratamiento (art. 73 apartados d, e y f) y la falta de la debida 
diligencia en la utilización de las medidas técnicas y organizativas implantadas (art. 73. g). Por último, 
resulta oportuno recordar que las personas jurídicas responden por la actuación de sus empleados o 
trabajadores. No se establece por ello una responsabilidad objetiva, pero si es trasladable a la persona 
jurídica la falta de diligencia de sus empleados, en tal sentido STC 246/1991, de 19 de diciembre f.j 
2.” STS, Contencioso-Administrativo, 3ª, de 15 de febrero de 2022.  
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Civil/Mercantil  

Préstamo hipotecario multidivisa. Control de abusividad. En relación con el control de abusividad 
de las cláusulas del contrato de préstamo hipotecario relativas a las divisas, la Sala de lo Civil del 
Tribunal Supremo, manifiesta:  

“(…) Para que la cláusula sea abusiva, no es preciso que se aprecie mala fe subjetiva en la entidad 
predisponente. La información cuya ocultación o, al menos, no comunicación al consumidor es 
relevante no es la de la evolución futura de la divisa sino la de los riesgos de no disminución de la 
equivalencia en euros del capital pendiente de amortizar y de infra garantía. Por otra parte, la falta de 
prueba sobre el alcance de la información suministrada no puede servir como argumento para fundar 
la desestimación de la acción de nulidad de la cláusula abusiva por cuanto que hemos reiterado que 
la carga de la prueba del suministro de información adecuada recae sobre la entidad predisponente.  

En todo caso, en las anteriores sentencias 608/2017, de 15 de noviembre, 599/2018, de 31 de octubre, 
493/2020, de 28 de septiembre, y 391/2021 y 392/2021, ambas de 8 de junio, declaramos que la falta 
de transparencia de las cláusulas relativas a la denominación en divisa del préstamo y la equivalencia 
en euros de las cuotas de reembolso y del capital pendiente de amortizar, no es inocua para el 
consumidor, sino que provoca un grave desequilibrio, en contra de las exigencias de la buena fe, 
puesto que, al ignorar los graves riesgos que entrañaba la contratación del préstamo, no puede 
comparar la oferta del préstamo hipotecario multidivisa con las de otros préstamos en euros, y se 
compromete en un contrato de préstamo que puede tener para él consecuencias ruinosas. Esta falta 
de transparencia también agrava su situación jurídica, puesto que ignora el riesgo de infra garantía 
para el caso de depreciación del euro frente a la divisa en que se denominó el préstamo.  

Por último, que los prestatarios optaran por dicho préstamo porque la cuota era inferior a los 
préstamos referenciados al Euribor tampoco puede ser un argumento que excluya el carácter abusivo 
de las cláusulas. Parece lógico que la opción de los prestatarios por un préstamo de este tipo, en el 
que concurren elementos no habituales como son la divisa y la referencia al Libor, esté motivada 
porque en aquel momento, para un mismo capital, las cuotas del préstamo resultaban inferiores a las 
de los préstamos referenciados al Euribor. Pero eso no excluye que la falta de información adecuada 
sobre los graves riesgos inherentes a estos préstamos sea determinante del carácter abusivo de las 
cláusulas en cuestión, ni permite presuponer que incluso aunque hubieran sido informados de los 
riesgos, los prestatarios habrían contratado el préstamo (…)”. 

En consecuencia, la Sala estima el recurso de casación interpuesto contra la sentencia de la 
Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona, 15ª, de 7 de junio de 2018. STS, Civil, 1ª, de 18 
de enero de 2022.  

Levantamiento del velo. Grupo de Sociedades. En relación con la doctrina jurisprudencial del 
levantamiento del velo societario, la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, dice: “  

Este carácter excepcional del levantamiento del velo exige que se acrediten aquellas circunstancias 
que ponen en evidencia de forma clara el abuso de la personalidad de la sociedad. Estas 
circunstancias pueden ser muy variadas, lo que ha dado lugar en la práctica a una tipología de 
supuestos muy amplia que justificarían el levantamiento del velo, sin que tampoco constituyan 
numerus clausus.  

En cualquier caso, no pueden mezclarse un tipo de supuestos con otros, pues en la práctica cada uno 
de ellos requiere sus propios presupuestos y, además, pueden conllevar distintas consecuencias. Por 
ejemplo, no es lo mismo la confusión de patrimonio y de personalidades, habitualmente entre 
sociedades de un mismo grupo o entre la sociedad y sus socios, que los casos de sucesión 
empresarial o de empleo abusivo de la personalidad jurídica de la sociedad por quien la controla para 
defraudar a terceros (sentencias 628/2013, de 28 de octubre, 796/2012, de 3 de enero, y 718/2011, 
de 13 de octubre, con cita de las anteriores sentencias 422/2011, de 7 de junio, 670/2010, de 4 de 
noviembre, y 475/2008, de 26 de mayo, entre otras).  

En definitiva, la doctrina del levantamiento del velo no justificaría por sí sola la condena a una entidad 
diferente del organismo notificado por el hecho de que fueran empresas del mismo grupo.  

http://www.araozyrueda.com/
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
https://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp


    

 

 
 

 

www.araozyrueda.com                                NEWSLETTER ACTUALIDAD JURÍDICA      Febrero 2022 
 

P
ág

in
a1

3
 

En el presente caso no se ve la razón por la que la sola existencia del grupo de sociedades y la 
coincidencia parcial en sus denominaciones permita sentar, como hace la Audiencia, una presunción 
de identidad jurídica y la consiguiente extensión de la responsabilidad que en su caso correspondería 
a la filial no demandada. De una parte constan en los escritos de la demandada la identificación de la 
sociedad del grupo que es el organismo certificado de productos sanitarios y esa es la razón por la 
que el juzgado estimó la falta de legitimación pasiva de la ahora recurrente; de otra parte, no hay 
constancia a la vista de lo alegado de la falta de autonomía empresarial de cada sociedad a la hora 
de ejercer las actividades propias de su objeto social; tampoco consta la participación o colaboración 
de una filial en las actividades de las otras, ni cualquier otra circunstancia significativa que conduzca 
a concluir que ha existido abuso de la personalidad jurídica societaria o que hay razones para que 
una sociedad responda de las eventuales acciones u omisiones negligentes de otra del mismo grupo”. 
STS, Civil, 1ª, 24 de enero de 2022.  

Derecho de separación del socio por falta de distribución de dividendos. Abuso de derecho.  
En relación con el ejercicio abusivo del derecho de separación por falta de distribución de dividendos, 
la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo que desestima el recurso de casación interpuesto contra la 
sentencia de la Audiencia Provincial de Vizcaya, 4ª, de 18 de diciembre de 2018, dice:  

“(…) Como cualquier otro derecho, el de separación del socio debe ejercitarse conforme a las 
exigencias de la buena fe (art. 7.1 CC) y sin incurrir en abuso de derecho (art. 7.2 CC).  

La finalidad del art. 348 bis LSC es posibilitar la salida del socio minoritario perjudicado por una 
estrategia abusiva de la mayoría de no repartir dividendos pese a concurrir los supuestos legales para 
ello; pero no amparar la situación inversa, cuando es el socio minoritario el que, so capa de la falta 
de distribución del beneficio, pretende burlar sus deberes de buena fe respecto de la sociedad con la 
que está vinculado por el contrato social. Es decir, la ratio del precepto no es proteger el derecho del 
socio a separarse (que es lo que pretende a toda costa el recurrente), sino el derecho al dividendo, 
que aquí se le había garantizado mediante el acuerdo adoptado en la segunda junta -muy próxima 
temporalmente a la primera- y el ofrecimiento que rechazó.  

Por ello, cabe predicar, con carácter general, que, si los administradores convocan nueva junta 
general, con la propuesta de distribuir dividendos en los términos legales, antes de que el socio haya 
ejercitado el derecho de separación, el posterior ejercicio de este derecho puede resultar abusivo.  

Y en este caso, la actuación del socio puso de manifiesto de manera palmaria que su intención real 
no era obtener el dividendo, sino separarse de la sociedad en cualquier caso, pues habiendo podido 
obtener con escaso margen temporal lo que supuestamente pretendía -el beneficio repartible-, se 
negó a recibirlo, ya que su auténtico designio era la liquidación de su participación en la sociedad. Lo 
que no protege el art. 348 bis LSC.  

Por lo demás, por vía de principio, no hay inconveniente en que una junta general deje sin efecto lo 
acordado en otra junta general previa. De hecho, los arts. 204.2 y 207.2 LSC parten de la base de 
que es válida la sustitución de un acuerdo por otro. Así lo mantuvimos en la sentencia 589/2012, de 
18 de octubre, al declarar: “nuestro sistema admite de forma expresa que las sociedades mercantiles 
adopten acuerdos que dejen sin efecto los anteriores, mediante la adopción de otros para revocar 
expresamente los adoptados o mediante la adopción de otros incompatibles”.  

Es cierto que, con carácter general, el acuerdo posterior sólo tiene eficacia desde que se adopta y no 
elimina los efectos ya producidos por el anterior, especialmente cuando ha generado derechos a favor 
de terceros de buena fe. Porque como indicamos en la sentencia antes transcrita, con cita de la 
sentencia 32/2006, de 23 de enero: 

“no existe un “derecho al arrepentimiento” con proyección sobre derechos adquiridos por terceros e 
incluso por socios a raíz del acuerdo revocado, máxime si se tiene en cuenta que la propia evolución 
del mercado puede convertir en lesivos acuerdos inicialmente beneficiosos que los administradores 
deberían ejecutar de no ser revocados”.  

Pero no cabe obviar que, en este caso, el ejercicio del derecho con fundamento en el primer acuerdo, 
posteriormente revocado, fue abusivo, en los términos que ya hemos expuesto, por lo que no puede 
tener amparo legal”. STS, Civil, 1ª, de 25 de enero de 2022.  
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Fiscal 

Empresa familiar. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que desestima el 
recurso de casación interpuesto por la representación de la Comunidad Autónoma de Aragón contra 
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, 
de 10 de diciembre de 2019, establece:  

“(…) procede dar respuesta a la cuestión propuesta en el auto de admisión como precisada de 
esclarecimiento con fines de interés casacional: 

“[...] Determinar si, en los casos en que el objeto de una donación venga constituido por activos 
representativos de la participación en fondos propios de una entidad y de la cesión de capitales a 
terceros, puede aplicarse la reducción prevista en el artículo 20.6 de la LISD en virtud de lo dispuesto 
en el  artículo 6.3   del  RD 1704/1999, que determina los requisitos y condiciones de las actividades 
empresariales y profesionales y de las participaciones de entidades para la aplicación de las 
exenciones correspondientes en el Impuesto sobre el Patrimonio, por poder apreciarse su afección a 
la actividad económica, o si, por el contrario, sobre la base del  artículo 27   de la  Ley 40/1998  (RCL 
1998, 2866) , de IRPF , aplicable ratione temporis, este tipo de activos no pueden tener, en ningún 
caso, la consideración de afectos a la actividad económica [...]”. 

La jurisprudencia que se fija es la siguiente: 

1) En los casos en que la donación inter vivos de una empresa familiar venga constituida, en parte de 
su valor, por activos representativos de la participación en fondos propios de una entidad tercera o de 
la cesión de capitales a terceros, puede aplicarse la reducción prevista en el artículo 20.6 de la LISD. 

2) La procedencia de tal reducción de la base imponible establecida en el artículo 20.6 LISD viene 
condicionada, por la propia remisión que el precepto establece al artículo 4, Ocho de la Ley 19/1991, 
del Impuesto sobre el Patrimonio, a la acreditación de su afección a la actividad económica. 

3) El hecho de que parte del valor de lo donado, en los términos del artículo 20.6 LISD, venga 
constituido por la participación de la entidad objeto de la donación de empresa familiar en el capital 
de otras empresas o por la cesión de capitales no es un obstáculo, per se, para la obtención de la 
mencionada reducción, siempre que se acredite el requisito de la afección o adscripción a los fines 
empresariales. En particular, las necesidades de capitalización, solvencia, liquidez o acceso al crédito, 
entre otros, no se oponen, por sí mismas, a esa idea de afectación. 

4) El  artículo 6.3   del Real Decreto 1704/1999, de 5 de noviembre, por el que se determinan los 
requisitos y condiciones de las actividades empresariales y profesionales y de las participaciones en 
entidades para la aplicación de las exenciones correspondientes en el Impuesto sobre el Patrimonio, 
es conforme a la ley que regula este último y a la  Ley 29/1987, de 18 de diciembre, sin que contradiga 
tampoco el  artículo 27.1.c)   de la Ley 40/1998, tal como ha sido interpretado más arriba, aun para el 
caso de que éste fuera aplicable en este asunto. 

Procede, en consecuencia, la declaración de no haber lugar al recurso de casación deducido por la 
Comunidad Autónoma de Aragón, dada la conformidad a derecho la sentencia recurrida, que a su vez 
consideró improcedente la liquidación correctora de la declaración, practicada por dicha 
Administración. Tal liquidación debe mantenerse anulada, por ser adecuadas las dos resoluciones del 
TEAR y TEAC que, en materia de tributos cedidos, la declararon nula”. STS, Contencioso-
Administrativo, 2ª, de 10 de enero de 2022.  

Responabilidad patrimonial del Estado legislador. Impuesto sobre el Incremento del Valor de 
los Terrenos de Naturaleza Urbana. En relación con la responsabilidad patrimonial del Estado 
legislador, la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, que desestima el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de una entidad mercantil contra 
la resolución del Consejo de Ministros por la que se desestima su solicitud de indemnización por 
responsabilidad patrimonial del Estado Legislador, con fundamento en la sentencia del Tribunal 
Constitucional núm. 59/17, de 11 de mayo, en relación con el Impuesto sobre el Incremento de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana, manifiesta:  
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“La Ley 40/2015 de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, introdujo en nuestro 
ordenamiento jurídico la primera regulación legislativa específica de la responsabilidad patrimonial de 
las Administraciones públicas por leyes contrarias a Derecho.  

Su art. 32 establece: (…). 

El precepto distingue entre los casos en que la lesión deriva de una norma con rango de ley declarada 
inconstitucional y aquéllos en los que los daños fueron ocasionados por la aplicación de una norma 
contraria al Derecho de la Unión Europea.  

En ambos supuestos, para que nazca el deber de indemnizar, deben concurrir los requisitos generales 
de la responsabilidad patrimonial de las Administraciones públicas: a) que la aplicación de la ley haya 
ocasionado una lesión que “el particular no tenga el deber jurídico de soportar”; y b) que el daño 
alegado sea “efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o 
grupo de personas”.  

También respecto de ambos casos, la Ley 40/2015 dispone que [solo] procederá la indemnización 
“cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme desestimatoria de un 
recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera alegado la 
inconstitucionalidad [o la infracción del Derecho de la Unión Europea] posteriormente declarada”. Es 
decir, los perjudicados por la aplicación de la ley posteriormente declarada inválida que no agotaron 
todas las instancias judiciales, o no adujeron en ellas la correspondiente inconstitucionalidad o 
infracción del ordenamiento jurídico comunitario no podrán luego exigir el resarcimiento de los daños 
sufridos”.  

Asimismo, en relación con el supuesto enjuiciado, añade: “(…) Esta palmaria falta de prueba, solo 
imputable a la actora que tiene la carga procesal de probar los hechos base de su pretensión, 
determinan la desestimación del recurso”.  

Por último, en relación con la STC de 26 de octubre de 2021, conocida por esta Sala, hay que tener 
presente su eficacia limitada pues dispone que no podrán ser revisadas con fundamento en ella 
aquellas situaciones que, a la fecha en que se dictó la sentencia, hayan sido decididas definitivamente 
(bien mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada, bien mediante resolución administrativa firme) 
-como es el caso- o aquellas otras que, de acuerdo con lo señalado en la propia sentencia, tienen 
también la consideración de situaciones consolidadas a estos efectos (lo que afecta, entre otras, a las 
autoliquidaciones no recurridas antes de la referida fecha). Por lo que en nada afecta a la cuestión 
aquí enjuiciada”. STS, Contencioso-Administrativo, 5º, de 3 de febrero de 2022.  

Responsabilidad tributaria. La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, que 
estima parcialmente el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de una entidad 
mercantil, contra la sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Castilla y León, (Valladolid), de 9 de octubre de 2019, fija como criterio interpretativo que: 

“La condición de fallido del deudor principal, declarada por una determinada Administración Pública, 
habilita a otra Administración Pública distinta para derivar la responsabilidad tributaria contra los 
responsables subsidiarios sin necesidad de proceder a una nueva declaración de fallido contra el 
mismo obligado tributario.  

En ese supuesto, acaecidos los presupuestos fácticos y jurídicos determinantes de la responsabilidad, 
en virtud de la doctrina de la actio nata, la declaración de fallido del deudor principal comporta el dies 
a quo del plazo de prescripción para exigir el pago al responsable subsidiario, por ser a partir de ese 
momento cuando puede derivarse contra él la responsabilidad tributaria.  

Efectuada la declaración de fallido del obligado tributario, las actuaciones recaudatorias posteriores 
contra ese obligado fallido, llevadas a cabo por la misma Administración pública que procedió a dicha 
declaración o por otra diferente, resultan innecesarias en tanto no se haya acreditado la revisión de 
la declaración de fallido y la rehabilitación de los créditos incobrables. 

 En consecuencia, tales actuaciones recaudatorias posteriores contra ese obligado fallido (en el caso, 
unas providencias de apremio) carecen de virtualidad para interrumpir el plazo de prescripción para 
exigir el pago al responsable subsidiario.  
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Procede, por tanto, estimar en parte el recurso de casación, por lo que la sentencia de instancia debe 
ser casada y anulada por resultar contraria a la doctrina expresada, porque considera interrumpida la 
prescripción contra el obligado principal -y, por extensión, contra la entidad recurrente, declarada 
responsable subsidiaria- por una actuación recaudatoria posterior (providencia de apremio notificada 
el 5 de diciembre 2013), practicada frente al deudor principal, pese a su previa declaración de fallido”. 
STS, Contencioso-Administrativo, 2ª, de 7 de febrero de 2022.  

Social 

Conflicto colectivo. La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que desestima el recurso de casación 
interpuesto contra la Sentencia de la Sala de lo Social de la Audiencia Nacional, de 15 de enero de 
2021, reitera:  

“1. El art. 153.1 LRJS dispone que se tramitarán a través del proceso de conflicto colectivo las 
demandas que afecten a intereses generales de un grupo genérico de trabajadores o a un colectivo 
genérico susceptible de determinación individual y que versen sobre la aplicación e interpretación de 
una norma estatal, convenio colectivo, cualquiera que sea su eficacia, pactos o acuerdos de empresa, 
o de una decisión empresarial de carácter colectivo, incluidas las que regulan el apartado 2 del artículo 
40, el apartado 2 del artículo 41, y las suspensiones y reducciones de jornada previstas en el artículo 
47 del Estatuto de los Trabajadores que afecten a un número de trabajadores igual o superior a los 
umbrales previstos en el apartado 1 del artículo 51 del Estatuto de los Trabajadores, o de una práctica 
de empresa y de los acuerdos de interés profesional de los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes, así como la impugnación directa de los convenios o pactos colectivos no comprendidos 
en el artículo 163 de esta Ley. 

2. La Sala, en STS 9 de octubre de 2019, rec. 131/2018, remitiéndose a la STS 6/3/2019, rec. 8/2018, 
recuerda la consolidada doctrina de esta Sala en la materia, a la que deberemos atenernos para la 
resolución del asunto. 

Como en ella decimos, con invocación de la STS 16/10/2018, rec. 229/2017: "las pretensiones propias 
del proceso de conflicto colectivo se definen por dos elementos: 1) Uno subjetivo, integrado por la 
referencia a la afectación de un grupo genérico de trabajadores, entendiendo por tal no la mera 
pluralidad, suma o agregado de trabajadores singularmente considerados, sino un conjunto 
estructurado a partir de un elemento de homogeneidad. 2) Otro objetivo, consistente en la presencia 
de un interés general, que es el que se actúa a través del conflicto y que se define como un interés 
indivisible correspondiente al grupo en su conjunto y, por tanto, no susceptible de fraccionamiento 
entre sus miembros” (STS/4ª de 19 febrero 2008 -rec. 46/2007-, 16 octubre 2012 -rec. 234/2011-, 7 
octubre 2015 -rec. 247/2014- y 11 octubre 2017 -rec. 255/2016-, entre otras). 

Es evidente que la existencia del grupo genérico al que el conflicto colectivo da cobertura “no 
constituye una unidad aislada de los individuos que en última instancia lo integran, y a los que como 
tales trabajadores individuales en definitiva afecta el conflicto colectivo y que pueden en su momento 
hacer valer el derecho que eventualmente se reconozca y declare en el mismo”. Ahora bien, “existe 
una clara diferencia entre el grupo como tal y los trabajadores individuales que en última instancia lo 
componen” y consiste en que, mientras que el grupo está configurado por rasgos y conceptos que lo 
configuran a priori, el que los trabajadores individuales formen parte o no del grupo dependerá 
ulteriormente de las circunstancias personales que en cada caso han de probarse (STS/4ª de 15 
diciembre 2004 -rec. 115/2003- y 26 mayo 2009 -rec. 107/2008). 

Asimismo, hemos sostenido que la diferencia entre la pretensión propia del conflicto colectivo y 
aquella otra que, aun siendo individual en su ejercicio tiene naturaleza plural, no debe hacerse 
atendiendo únicamente al carácter general o individual del derecho ejercitado, sino también al modo 
de hacer valer, por lo que en el conflicto colectivo se incluyen las demandas en que el reconocimiento 
del derecho sea interesado, no para cada uno de los trabajadores individualmente considerados, sino 
en cuanto colectivo, cualquiera que sea el número de trabajadores singulares comprendidos en el 
grupo, “el hecho de que un litigio tenga por objeto un interés individualizable, que se concrete o pueda 
concretarse en un derecho de titularidad individual, no hace inadecuado el procedimiento especial de 
conflicto colectivo, siempre que el origen de la controversia sea la interpretación o aplicación de una 
regulación jurídicamente vinculante que afecte de manera homogénea e indiferenciada a un grupo de 
trabajadores”. (…).  
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Del mismo modo, hemos distinguido en STS 20 de octubre de 2020, rec. 95/2019, al conflicto jurídico 
del conflicto de intereses, subrayando que, “a diferencia del conflicto de intereses o económico, cuya 
finalidad es la modificación del orden jurídico preestablecido y que, por ello, no puede encontrar 
solución en Derecho, ni permite que el Juez pueda suplantar la actividad negociadora de las partes -
único procedimiento para pacificar la situación-, el conflicto colectivo jurídico presupone una 
controversia que puede ser solventada aplicando una norma jurídica. En este último lo que se 
cuestiona es la existencia, el alcance, el contenido o los sujetos de una relación jurídica que está 
disciplinada por la ley o por el convenio colectivo o que resulta afectada por una decisión o una 
práctica de la empresa. En suma, el conflicto jurídico surge porque una de las partes entiende que se 
están alterando de alguna manera las condiciones de las relaciones de trabajo.” STS, Social, 1ª, de 
21 de diciembre de 2021.  

Sucesión de contratas. La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que estima el recurso de casación 
para la unificación de doctrina interpuesto por la representación procesal de una entidad mercantil 
contra la la sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con sede 
en Granada, en fecha 22 de marzo de 2018, manifiesta:  

“2.- Reiterada doctrina jurisprudencial, a partir de la sentencia del Pleno de la Sala Social del TS de 
27 septiembre de 2018, recurso 2747/2016, ha sentado la doctrina siguiente:  

“Primera.- Hay transmisión de empresa encuadrable en el art. 44 ET si la sucesión de contratas va 
acompañada de la transmisión de una entidad económica entre las empresas saliente y entrante.  

Segunda.- En actividades donde la mano de obra constituye un factor esencial, la asunción de una 
parte relevante del personal adscrito a la contrata (en términos cuantitativos o cualitativos) activa la 
aplicación del artículo 44 ET.  

Tercero.- Cuando (como en el caso) lo relevante es la mano de obra (no la infraestructura) la 
subrogación solo procede si se da esa asunción de una parte relevante (cuantitativa o 
cualitativamente) del personal.  

Cuarto.- El hecho de que la asunción de una parte relevante de la plantilla derive de lo preceptuado 
por el convenio colectivo no impide la aplicación de la anterior doctrina [...].  

el hecho de que la subrogación de plantilla (la asunción de una parte cuantitativa o cualitativamente 
relevante) sea consecuencia de lo previsto en el convenio colectivo no afecta al modo en que deba 
resolverse el problema. Que la empresa entrante se subrogue en los contratos de trabajo de una parte 
significativa del personal adscrito por mandato del convenio no afecta al hecho de que la transmisión 
pueda referirse a una entidad económica [...].  

En sectores donde la mano de obra constituye el elemento principal de la actividad empresarial es 
posible que el conjunto de personas adscritas a la actividad equivalga a la unidad económica cuyo 
cambio de titularidad activa la subrogación. 

Pero esa subrogación no es automática e incondicionada. Ni nuestra doctrina ni la del TJUE sostienen 
que la mera asunción de un conjunto de personas equivale a la transmisión de una unidad productiva 
en todos los casos. Hay que ponderar el conjunto de circunstancias concurrentes.  

Por eso la sucesión en la contrata (de vigilancia, de limpieza, de cualquier otra actividad de 
características similares) activa la subrogación empresarial “siempre y cuando la operación vaya 
acompañada de la transmisión de una entidad económica entre las dos empresas afectadas” (parte 
dispositiva de la STJUE de 11 julio 2018.)  

En principio, y siempre por referencia a estos supuestos en que lo relevante no es la infraestructura 
productiva puesta en juego, la adjudicación de una nueva contrata a empleador diverso del saliente 
nos sitúa ante la transmisión de la “entidad económica” recién aludida.  

Pero no se trata de algo que pertenezca al terreno de lo abstracto o dogmático sino al de los hechos 
y de su prueba. Es decir, el examen de las características de la adjudicación (condiciones de tiempo, 
exigencias sobre el modo de suministrar los servicios a la empresa principal, dirección del grupo de 
personas adscrito, adscripción funcional permanente o aleatoria, etc.), de la realidad transmitida 
(afectación funcional y locativa, medios audiovisuales, programas informáticos, mobiliario para el 
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personal, etc.), del alcance que tenga la asunción de personas (no solo cuantitativa, sino también 
cualitativa) son aspectos valorables para despejar esa incógnita, que constituye al tiempo un 
condicionante de la subrogación.  

Eso significa, claro, que en sectores donde la mano de obra constituye lo esencial ha de valorarse de 
manera muy prioritaria el dato relativo al número o condición de quienes han sido asumidos por la 
nueva empleadora, al margen del título o motivo por el que ello suceda. 

A partir de ahí, dados los términos en que el convenio colectivo disciplina la subrogación, será lógico 
que quien sostenga que no se ha producido la asunción suficientemente relevante de la mano de obra 
así lo acredite (art. 217 LEC) y que se produzca el debate correspondiente cuando la cuestión sea 
controvertida” (por todas, sentencias del TS de 8 de septiembre de 2021, recurso 2543/2020 y del 
Pleno de la Sala Social del TS de 22 de septiembre de 2021, recurso 106/2021)”. STS, Social, 1ª, de 
11 de enero de 2022.  

Despido. Grupo empresarial. La Sala de lo Social del Tribunal Supremo aborda la caducidad de la 
acción de despido frente a una sociedad que forma parte de un grupo empresarial; habiéndose 
demandado inicialmente al que no era el empleador real del trabajador despedido. 

En este sentido, la Sala, dice: “La ampliación de la demanda contra quien en todo instante ha sido el 
real y explícito empresario del trabajador tuvo lugar transcurridos los veinte días hábiles desde su 
despido, circunstancia que de manera irremediable determinaba la caducidad de la acción de despido. 
Ni la presunta atribución del error al primer demandado, por haber comparecido al acto de conciliación, 
tiene virtualidad para enervar dicho instituto, ni tampoco la ampliación otorgada por el órgano judicial, 
pues la misma acaece respecto de un empresario ya conocido de manera indubitada con carácter 
previo. En consecuencia, la formulación contra éste lo fue de forma extemporánea. 

La doctrina de contraste, (STSJ de Cataluña, Social, de 1 de junio de 1996), afirmando que no puede 
transformarse la causa excepcional de suspensión de los efectos de la caducidad en un instrumento 
de subsanación de errores materiales, pues no se trataba de un empresario aparente o que el 
trabajador desconociera, es la que ha de entenderse correcta”. STS, Social, 1ª, de 13 de enero de 
2022.  

Despido nulo. La Sala de lo Social del Tribunal Supremo, que desestima el recurso de casación para 
la unificación de doctrina interpuesto contra la sentencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunal 
Superior de Justicia de Galicia, de 3 de junio de 2020, establece:  

“No se discute ya si el cese de la trabajadora se corresponde con la terminación de un contrato de 
duración determinada, siendo pacífico que la respuesta es negativa. 

Tampoco está en discusión la causa del despido, admitiéndose que deriva de la anunciada 
celebración del matrimonio que la trabajadora realiza. 

La discrepancia ha surgido acerca de si estamos ante un despido improcedente o nulo, girando las 
respectivas posiciones alrededor del alcance objetivo que posea el artículo 14 CE.  

Tal y como hemos venido adelantando, consideramos que debe calificarse como nulo el despido 
surgido como reacción al anuncio que la trabajadora realiza acerca de su futuro matrimonio. 

B) Históricamente, el matrimonio de la mujer se ha asociado al surgimiento de responsabilidades y 
“cargas” familiares. Es decir, el papel que ha venido desempeñando la mayoría de la población 
femenina en su núcleo convivencial le ha reportado una sobrecarga de tareas (“doble jornada”), al ser 
ella quien asumía mayoritaria y preferentemente la llevanza del hogar, la crianza de la prole y la 
atención a los mayores. 

Para el beneficio y la productividad empresarial, entendida en términos economicistas, resultaba 
menos interesante una empleada con estado civil de casada que soltera. De ahí que la excedencia 
forzosa por matrimonio se considerase no solo ilegal sino también discriminatoria. 

La asociación entre matrimonio y circunstancias frente las que no cabe discriminación parece 
inherente al concepto de libertad y dignidad de la persona, Cuando se trata del matrimonio de la mujer 
ya no cabe argumentar en términos dubitativos, sino que debe afirmarse con claridad. Adoptar una 
decisión peyorativa para una trabajadora como consecuencia de que anuncia o contrae matrimonio 
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es, sencillamente, infligirle un trato discriminatorio y opuesto al artículo 14 CE, No es algo meramente 
prohibido por el legislador ordinario, sino que queda bajo el manto protector de la Ley Fundamental. 

C) Hace ya tiempo que la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres, dispuso que “la igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres es un 
principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación 
y aplicación de las normas jurídicas” (art. 4º). 

La solución propugnada por el recurso que vamos a desestimar no solo desconoce el verdadero 
alcance del artículo 14 CE, de las normas internacionales que lo desarrollan o de la doctrina acuñada 
por cuantos Tribunales vienen afanándose en aplicar ese conjunto ordenador, sino que también nos 
llevaría a desconocer el mandato recién transcrito. 

D) Despedir a una trabajadora como reacción frente al anuncio de su matrimonio, además y aunque 
este enfoque haya permanecido ajeno al debate procesal hasta el momento, también supone una 
represalia frente al ejercicio del derecho a elegir libremente el estado civil. La nulidad del despido, por 
así decirlo, posee doble causalidad: discrimina a la mujer y represalia a quien ejerce su derecho. 

E) La solución que acogemos es también la reclamada por la abundante regulación de la Unión 
Europea en materia de no discriminación laboral por razón de género, abarcando tanto las directas 
cuanto las indirectas. 

Bastará ahora con recordar que el artículo 33 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea no solo garantiza la protección de la familia en los planos jurídico, económico y social, sino 
que expresamente proclama que “toda persona tiene derecho a ser protegida contra cualquier despido 
por una causa relacionada con la maternidad” y, en muchas ocasiones, el matrimonio de la mujer se 
subsume en tal categoría”. STS, Social, 1ª, de 9 de febrero de 2022.  

Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de 
un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación. La Sala Tercera del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, en el asunto C-485/20, que tiene por objeto una petición de 
decisión prejudicial planteada por el el Conseil d’État (Consejo de Estado, actuando como Tribunal 
Supremo de lo Contencioso-Administrativo, Bélgica), sobre la interpretación del artículo 5 de la 
Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al establecimiento de un 
marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, ha declarado que: 

El artículo 5 de la Directiva 2000/78/CE del Consejo, de 27 de noviembre de 2000, relativa al 
establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, debe 
interpretarse en el sentido de que el concepto de «ajustes razonables para las personas con 
discapacidad» a efectos de dicha disposición implica que un trabajador, incluido el que realiza un 
período de prácticas tras su incorporación, que, debido a su discapacidad, ha sido declarado no apto 
para desempeñar las funciones esenciales del puesto que ocupa sea destinado a otro puesto para el 
que disponga de las competencias, las capacidades y la disponibilidad exigidas, siempre que esa 
medida no suponga una carga excesiva para el empresario. STJUE, 5ª, 10 de febrero de 2022.  

Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplicación progresiva 
del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad social. 
Directiva 2006/54/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la 
aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y 
mujeres en asuntos de empleo y ocupación. La Sala Tercera del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en el asunto C-389/20, que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada 
por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo n.º 2 de Vigo (Pontevedra), sobre la interpretación 
del artículo 4, apartado 1, de la Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa 
a la aplicación progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de 
seguridad social, y de los artículos 5, letra b), y 9, apartado 1, letras e) y k), de la Directiva 2006/54/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de julio de 2006, relativa a la aplicación del principio de 
igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres en asuntos de empleo y 
ocupación, ha declarado que:  

“El artículo 4, apartado 1, de la Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa 
a la aplicación progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de 
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seguridad social, debe interpretarse en el sentido de que se opone a una disposición nacional que 
excluye las prestaciones por desempleo de las prestaciones de seguridad social concedidas a los 
empleados de hogar por un régimen legal de seguridad social, en la medida en que dicha disposición 
sitúe a las trabajadoras en desventaja particular con respecto a los trabajadores y no esté justificada 
por factores objetivos y ajenos a cualquier discriminación por razón de sexo.” STJUE, 3ª, de 24 de 
febrero de 2022.   
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MISCELÁNEA  
 

 

INICIATIVAS LEGISLATIVAS  

Últimos Proyectos de Ley presentados 

Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y 
la Innovación.  

Proyecto de Ley de modificación de la Ley 36/2015, de 28 de septiembre, de Seguridad Nacional.  

Proyecto de Ley por la que se modifican la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de reestructuración y 
resolución de entidades de crédito; la Ley 11/2015, de 18 de junio, de recuperación y resolución de 
entidades de crédito y empresas de servicios de inversión; y el Real Decreto 1559/2012, de 15 de 
noviembre, por el que se establece el régimen jurídico de las sociedades de gestión de activos, en 
relación con el régimen jurídico de la Sociedad de Gestión de Activos procedentes de la 
Reestructuración Bancaria (procedente del Real Decreto-ley 1/2022, de 18 de enero).  

Proyecto de Ley por el derecho a la vivienda.  

Proyecto de Ley por la que se adoptan medidas urgentes de prevención y contención para hacer 
frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19 (procedente del Real Decreto-ley 30/2021, de 
23 de diciembre). 

Proyecto de Ley por la que se adoptan medidas urgentes en el ámbito energético para el fomento de 
la movilidad eléctrica, el autoconsumo y el despliegue de energías renovables (procedente del Real 
Decreto-ley 29/2021, de 21 de diciembre).  

Proyecto de Ley de Calidad de la Arquitectura.  

Proyecto de Ley por la que se modifica la Ley 23/2011, de 29 de julio, de depósito legal.  

Proyecto de Ley de reforma del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, 
exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la 
Directiva (UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del 
Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e insolvencia).  

Proyecto de Ley Orgánica de modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
en materia de Juzgados de lo Mercantil. 

Proyecto de Ley del Deporte.  

Proyecto de Ley de fomento del ecosistema de las empresas emergentes. 

Proyecto de Ley por la que se adapta el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, a la reciente jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional respecto del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana (procedente del Real Decreto-ley 26/2021, de 8 de noviembre). 

Últimas proposiciones de ley de grupos parlamentarios  

Proposición de Ley para el reconocimiento efectivo del tiempo de prestación del servicio social de la 
mujer en el acceso a la pensión de jubilación parcial.  

Proposición de Ley sobre mejora de protección social y laboral de las personas diagnosticadas de 
cáncer.  

Proposición de Ley relativa a la compatibilización de la pensión de jubilación de los profesionales 
sanitarios que presten servicios y a la contratación de especialistas en Ciencias de la Salud titulados 
en Estados no miembros de la Unión Europea en el contexto de la COVID-19.  
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Proposición de Ley de mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones y prestaciones no 
contributivas de la Seguridad Social. 

Proposición de Ley de reforma de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas y 
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.  

Proposición de Ley de la radio, la televisión y el servicio público de noticias de titularidad estatal.  

Proposición de Ley por la que se modifica el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, para la supresión del 
Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.  

Proposición de Ley de modificación de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso 
a la información pública y buen gobierno, con el fin de regular las estadísticas de las microempresas, 
pequeñas y medianas empresas (PYME) en la contratación pública.  

Proposición de Ley de la radio, la televisión y el servicio público de noticias de titularidad estatal.  

Proposición de Ley de modificación del Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y del Real Decreto Legislativo 
5/2015, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, 
en materia de regulación de los permisos de maternidad y paternidad permitiendo su ampliación a 26 
semanas en los supuestos de familias monoparentales.  

Proposición de Ley para modificar el texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, respecto del Impuesto sobre el 
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana.  

Proposición de Ley relativa a la creación del Cuerpo de Alta Inspección Educativa y de su regulación. 

RRDGSJyFP 

Constitución. Denominación social. “En materia de denominación social, esta Dirección General 
ha reiterado (vid., por todas, Resolución de 16 de marzo de 2012), que debe partirse del principio de 
que toda sociedad tiene derecho a un nombre que la identifique dentro del tráfico jurídico (cfr. artículo 
7 de la Ley de Sociedades de Capital). Dicha denominación social responde a un principio general de 
libertad de elección, si bien sujeta a determinadas limitaciones y exigencias: de unidad (no es posible 
más de una denominación por persona jurídica), de originalidad o especialidad (no puede ser idéntica 
a la de otra sociedad preexistente) y al de veracidad (no puede inducir a confusión sobre la identidad 
o naturaleza de la sociedad).  

Dando por supuesto que la denominación discutida en este expediente responde al criterio de unidad 
y originalidad, en su sentido más estricto de no coincidencia, debe determinarse si responde al criterio 
de veracidad.  

El artículo 406 del Reglamento del Registro Mercantil establece la prohibición de denominaciones que 
induzcan a error o confusión en el tráfico mercantil sobre la propia identidad de la sociedad y sobre 
su clase o naturaleza. Pero no es sólo este precepto el que disciplina la materia, sino que existen en 
el Reglamento del Registro Mercantil otra serie de normas con la misma finalidad, que responden al 
principio de veracidad de la denominación social, en consonancia con la finalidad perseguida por el 
legislador de evitar confusiones en el tráfico jurídico mercantil en el que se impone la exigencia de la 
necesaria claridad de las denominaciones sociales a fin de que no se resienta la seguridad de dicho 
tráfico. Así, el artículo 405 prohibitivo de denominaciones oficiales, o el 401, prohibitivo de la inclusión 
en la denominación de una sociedad del nombre o seudónimo de una persona sin su consentimiento. 
Finalmente, y con mayor interés en el presente caso, el artículo 402.2 que se refiere a la correlación 
entre denominación y actividad se refiere el artículo 402.2 del Reglamento del Registro Mercantil, 
disponiendo en su primer inciso que «no podrá adoptarse una denominación objetiva que haga 
referencia a una actividad que no esté incluida en el objeto social», regla que complementa en su 
segundo inciso con el mandato, para el caso de que la actividad que figure en la denominación social 
deje de estar incluida en el objeto social, de que no podrá inscribirse en el Registro Mercantil la 
modificación estatutaria que le afecte sin que se presente simultáneamente a inscripción la 
modificación de la denominación.  
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Ninguna de las dos previsiones reglamentarias del citado artículo 402.2 resultan aplicables al presente 
caso, pues la denominación que se adopta al constituirse la sociedad se refiere a una actividad –
ingeniería, traducido en lengua castellana el término «Engineering»– que puede desarrollarse por 
aquella según el objeto social delimitado estatutariamente, toda vez que en el artículo 3 de los 
estatutos no sólo se incluye como actividad principal la «promoción inmobiliaria» con el código 
correspondiente según la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (41.10), sino que se 
añade también, entre otras actividades, la construcción en general. 

En consecuencia, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública estima el recurso 
interpuesto contra la negativa de la registradora mercantil IV de Alicante a inscribir la escritura de 
constitución de una sociedad”. RDGSGyFP de 3 de enero de 2022.  

Administradores. Nombramiento. La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que 
estima el recurso interpuesto contra la negativa del registrador de la propiedad de Las Palmas de 
Gran Canaria núm. 2 a inscribir una escritura de compraventa, dice:  

Es reiterada doctrina de este Centro Directivo que el nombramiento de los administradores surte sus 
efectos desde el momento de la aceptación, ya que la inscripción del mismo en el Registro Mercantil 
aparece configurada como obligatoria pero no tiene carácter constitutivo y que, por tanto, el 
incumplimiento de la obligación de inscribir no determina por sí solo la invalidez o ineficacia de lo 
realizado por el administrador antes de producirse la inscripción (cfr. artículos 22.2 del Código de 
Comercio, 4 y 94.1.4.º del Reglamento del Registro Mercantil y 214.3, 233 y 234 de la Ley de 
Sociedades de Capital, y, entre otras, Resoluciones de 17 de diciembre de 1997, 23 de febrero de 
2001, 13 de noviembre de 2007 y -entre las más recientes-, las de 7 de noviembre de 2018, 18 de 
diciembre de 2019 y 29 de junio de 2021, para los cargos de sociedades, y de 15 de febrero, 9 de 
abril, 3 de junio y 19 de julio de 2003, 2 de enero de 2005, 27 de mayo de 2017, 17 de septiembre y 
11 de octubre de 2019 y 5 de febrero de 2020, para los apoderados o representantes voluntarios de 
sociedades).  

La circunstancia de que sea obligatoria la inscripción en el Registro Mercantil de los nombramientos 
de cargos sociales o poderes generales (cfr. artículo 94.1.5.ª del Reglamento del Registro Mercantil) 
no significa que dicha inscripción en aquel Registro deba realizarse necesariamente con carácter 
previo para la inscripción en el Registro de la Propiedad de los actos o contratos otorgados en ejercicio 
de dicha representación, pues, a diferencia de otros supuestos (cfr. artículo 383 del Reglamento 
Hipotecario, conforme al cual, la falta de publicidad de la sociedad adquirente en el Registro Mercantil 
sí es obstáculo para la inscripción en el Registro de la Propiedad de la adquisición realizada a su 
favor, o el artículo 249.3 de la Ley de Sociedades de Capital, conforme al cual, no sería inscribible en 
el Registro de la Propiedad lo actuado por un consejero delegado no inscrito, habida cuenta del 
carácter constitutivo de la inscripción de dicho cargo), y a diferencia también de lo que sucedía con la 
redacción del Reglamento del Registro Mercantil anterior de 1956 (cfr. artículo 95), en la legislación 
actual, con las excepciones contempladas en la misma, no hay ningún precepto que imponga aquella 
inscripción en el Registro Mercantil con carácter general y previo a la inscripción en el Registro de la 
Propiedad”. RDGRN de 3 de enero de 2022.  

Cuentas Anuales. Verificación por auditor. A la vista de lo previsto en el apartado 4 del artículo 11 
del Real Decreto 2/2021, de 12 de enero por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo de la Ley 
22/2015, de 20 de julio de 2015, de Auditoría de Cuentas; la Dirección General de Seguridad Jurídica 
y Fe Pública, dice:  

“(…) el auditor designado por el registrador mercantil tras la tramitación del procedimiento de solicitud 
previsto en el artículo 265 de la Ley de Sociedades de Capital puede renunciar al ejercicio de la labor 
de verificación si, requerida la persona obligada, no procede a la satisfacción de la provisión solicitada. 

Con independencia de si dicha regulación se acomoda o no a la previsión del artículo 267 de la Ley 
de Sociedades de Capital, lo cierto es que el Registro Mercantil debe reflejar dicha circunstancia 
mediante la aportación del título y práctica del asiento que, conforme a las reglas de procedimiento 
registral, proceda (artículos 153 y 154 del Reglamento del Registro Mercantil). 

Dicha toma de razón no puede confundirse con las consecuencias que para el depósito de las cuentas 
anuales correspondientes al ejercicio respecto del que se llevó a cabo la designación, tiene el hecho 
de que se haya instado la designación de auditor para su verificación.  
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Como ha afirmado en numerosas ocasiones esta Dirección General, la finalidad del procedimiento a 
que se refiere el artículo 265.2 de la Ley de Sociedades de Capital no es otra que la satisfacción del 
interés del socio que reúna los requisitos en el establecidos, de que por parte de un auditor se lleve a 
cabo la verificación de las cuentas anuales. El procedimiento finaliza, en su caso, con la resolución 
por la que se estima la solicitud y se resuelve la procedencia de la designación de auditor, pero ni 
puede garantizar que el auditor designado acepte ni que los trabajos de auditoría puedan finalmente 
llevarse a cabo. Por este motivo, el artículo 361 del Reglamento del Registro Mercantil prevé el cierre 
del expediente a pesar de que no se hayan llevado a cabo los trabajos de verificación.  

Esta circunstancia no hace desaparecer el interés protegible del socio, y protegido por la resolución 
firme que así lo declara, ni, en consecuencia, afecta al hecho de que la sociedad continúa obligada a 
la verificación contable (vid. artículo 10.4 del Reglamento de Auditoría). Estando obligada la sociedad 
a la verificación de las cuentas anuales correspondientes, el depósito de las mismas no podrá llevarse 
a cabo si no vienen acompañadas del informe correspondiente por exigencia de lo dispuesto en el 
artículo 279.1 de la Ley de Sociedades de Capital. Del contenido del Registro Mercantil (vid. artículos 
29, 32, 350 y 354 del Reglamento del Registro Mercantil), resultará el carácter de obligada de la 
sociedad en cuestión, lo que constituirá el obstáculo registral que, en su caso, impida el depósito de 
las cuentas anuales.  

Así lo ha entendido esta Dirección General en numerosas ocasiones (…)  

La doctrina de la Dirección General no ha variado en otros supuestos en los que, a diferencia de los 
casos mencionados, no constaba inscripción de auditor en la hoja de la sociedad pese a lo que se 
rechaza el depósito de cuentas.  

En definitiva, con independencia de que se practique el asiento por el que se haga constar la renuncia 
del auditor por causa amparada legalmente, la sociedad continúa en situación de obligada a 
verificación contable, por resultar así de resolución administrativa firme derivada del procedimiento 
previsto en el artículo 265.2 de la Ley de Sociedades de Capital, de modo que aquel asiento no 
afectará a su obligación de presentar el informe de verificación junto a las cuentas anuales a depósito 
de conformidad con la previsión del artículo 279 de la propia ley.  

En consecuencia, dicho Centro Directivo estima el recurso interpuesto contra la nota de calificación 
extendida por el registrador mercantil XIII de Madrid, por la que se rechaza la inscripción de renuncia 
de auditor a realizar los trabajos de auditoría. RDGSJyFP de 19 de enero de 2022.  

Convocatoria de Junta General por administrador caducado. Sociedad Anónima. La Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que estima parcialmente el recurso interpuesto contra la 
nota de calificación emitida por la registradora mercantil y de bienes muebles I de Toledo, manifiesta:  

“Debe decidirse en este expediente sobre la inscripción en el Registro Mercantil de una escritura de 
elevación a público de acuerdos sociales adoptados por la junta general de accionistas de una 
sociedad anónima convocada el día 3 de agosto de 2021 por un órgano de administración cuyo 
mandato había expirado el día 14 de enero de 2014, celebrada en segunda convocatoria con 
asistencia del 40% de capital social con derecho a voto, y en la que se decide por unanimidad de los 
asistentes las modificaciones estatutarias pertinentes para cambiar la estructura del órgano de 
administración, pasando de un consejo de administración a un administrador único, así como el 
nombramiento de la persona que habría de ocupar este cargo (…)”.  

Los defectos advertidos por la registradora Mercantil de Toledo se concretan en dos circunstancias: 
a) la improcedencia de calificar el documento por hallarse pendiente la celebración de una junta 
general de accionistas convocada por ella misma, como registradora Mercantil de Toledo, al amparo 
de lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital, y b) la caducidad de los cargos 
de los administradores convocantes con más de siete años de anterioridad. 

En relación con el primer defecto, dicho Centro Directivo dice: “2. Como señala el recurrente en su 
escrito, no existe disposición normativa, ni doctrina jurisprudencial o administrativa, que conmine a 
suspender la calificación de los acuerdos sociales adoptados por la junta general de una compañía a 
la espera de otra asamblea convocada por el registrador Mercantil para una fecha posterior, aunque 
el orden del día sea coincidente. No se trata de que unas juntas generales gocen de preferencia sobre 
otras por razón del órgano o autoridad convocante, es una cuestión que, sin más orden temporal que 
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el derivado del principio de prioridad, debe resolverse en atención a la competencia para acordar la 
cita, al cumplimiento de los requisitos de publicidad, y a la validez de las decisiones sociales 
adoptadas.” 

Sobre el segundo motivo, la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública manifiesta:  

“Tal como resulta del segundo párrafo del artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital, la 
convocatoria de la junta efectuada por cualquiera de los administradores que permanezca en el 
ejercicio del cargo únicamente podrá tener por objeto el nombramiento de los nuevos que hayan de 
ocupar los cargos. Ello no obstante, las recientes Resoluciones de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública de 22 de octubre y 12 de noviembre de 2020 han admitido la convocatoria de 
junta general realizada por una administradora mancomunada supérstite no dirigida a la cobertura de 
la vacante, sino al cambio de estructura del órgano de administración, de administradores 
mancomunados a administrador único, y designación de la convocante como administradora única; 
en ambos casos, por tratarse de sociedades de responsabilidad limitada en las que los estatutos 
preveían distintos modos alternativos de organizar la administración (artículo 210.3 de la Ley de 
Sociedades de Capital), la mutación en la arquitectura del órgano no requería una modificación 
estatutaria. 

En el caso a que este expediente se refiere, en el que la forma social adoptada por la compañía es la 
de sociedad anónima, el cambio en la configuración del órgano de administración, de consejo a 
administrador único, requiere una modificación estatutaria, extremo para el que, con arreglo al 
segundo párrafo del artículo 171 de la Ley de Sociedades de Capital, el administrador caducado 
convocante carece de competencia para incluirlo en el orden del día”. RDGSJyFP de 31 de enero de 
2022.  

Depósito de cuentas. Procedimiento telemático de comunicación en línea. La Instrucción de 30 
de diciembre de 1999 (desarrollando la de 26 de mayo del mismo año) reguló la posibilidad de llevar 
a cabo el depósito de cuentas, junto al tradicional sistema de soporte papel, mediante soporte 
informático o bien mediante procedimiento telemático de comunicación en línea (artículo 1).  

Tratándose de presentación por vía telemática, el artículo 7 de la Instrucción establece que: “Las 
cuentas anuales elaboradas mediante procedimientos informáticos podrán ser remitidas al Registro 
Mercantil competente por vía telemática (...) 2. El Registrador comprobará que los datos de los 
signatarios coinciden con los indicados en la solicitud y que las firmas reúnen los requisitos sobre 
firma electrónica avanzada (...)”. Por su parte el artículo 2 de la Orden Ministerial de 28 de enero de 
2009, establece que las cuentas: “podrán remitirse al Registro competente de forma telemática, en 
los términos que resultan del Anexo II de la presente disposición. La identificación de las cuentas 
presentadas a depósito en la certificación acreditativa de su aprobación que exige el artículo 366.1.3. 
del Reglamento del Registro Mercantil se realizará mediante la firma electrónica del archivo que las 
contiene”.  

En consecuencia, firma electrónica, la correspondencia entre el archivo que las contiene (en formato 
estándar, zip) y el archivo que contiene el certificado del acuerdo aprobatorio de la junta se lleva a 
cabo por la propia aplicación que genera automáticamente el algoritmo o huella digital al llevar a cabo 
la incorporación de los archivos. Por su parte el registrador debe verificar que las firmas electrónicas 
de quien realiza el envío, así como de los firmantes de la certificación de aprobación de los acuerdos 
son debidamente validadas por la aplicación informática correspondiente (plataforma VALIDE del 
gobierno de España u otra que realice la misma función), por tratarse de prestadores comprendidos 
en la lista de confianza a que se refiere el artículo 22 del Reglamento Europeo. En el caso de las 
firmas electrónicas de los firmantes de la certificación del acuerdo de junta sólo si las firmas 
electrónicas son debidamente validadas puede establecerse la debida correspondencia con quienes, 
según Registro, están legitimados para ello (artículo 366.1.2.º del Reglamento del Registro Mercantil). 

Esta es la situación que se produce en el supuesto de hecho. La falta de validación de la firma 
electrónica del firmante del certificado del acuerdo de aprobación de las cuentas anuales impide tener 
a la firma electrónica como puesta y producir los efectos previstos en los artículos 3, 24, 25, 26 y 32 
del Reglamento (UE), N.º 910/2014 del Parlamento Europeo y del Consejo de 23 de julio de 2014, y 
en los artículos 3, 4, 6, 9 y 16 de la Ley 6/2020, de 11 de noviembre, reguladora de determinados 
aspectos de servicios electrónicos de confianza, que lo desarrolla. No siendo objeto de validación la 
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firma electrónica que resulta del certificado presentado telemáticamente, resulta imposible establecer 
la correspondencia entre el firmante y la persona legitimada para hacerlo, conforme al contenido del 
Registro.  

Y todo ello sin perjuicio de que se lleve a cabo la subsanación bien generando una nueva firma 
electrónica que sea debidamente validable o bien aportando el certificado en formato papel y firmado 
de modo manuscrito por quien, según Registro, esté legitimado para ello.  

En consecuencia, dicho Centro Directivo desestima el recurso interpuesto contra la nota de 
calificación de la registradora mercantil y de bienes muebles de La Rioja, por la que se rechaza el 
depósito de cuentas de una sociedad correspondiente al ejercicio 2020”. RDGSJyFP de 1 de febrero 
de 2022. 

Concursal. La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que desestima el recurso 
interpuesto contra la nota de calificación de la registradora mercantil accidental XV de Madrid a 
inscribir una escritura de nombramiento de consejeros y de consejero delegado de una mercantil en 
concurso, fase de liquidación; resalta:  

“En definitiva, resultando del registro mercantil la cancelación de asientos y extinción de la sociedad 
practicada en virtud de auto del juez de lo Mercantil por el que declara la finalización del procedimiento 
concursal por insuficiencia de masa, no cabe practicar la inscripción solicitada de reelección de 
miembros del consejo de administración, distribución de cargos y nombramiento de consejero 
delegado por resultar incompatible con el contenido del Registro. 

Producida la disolución de la sociedad y finalizado el procedimiento concursal, se producen los efectos 
generales previstos en el artículo 483 del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo que aprueba 
el texto Refundido de la Ley Concursal: «En los casos de conclusión del concurso, cesarán las 
limitaciones sobre las facultades de administración y de disposición del concursado, salvo las que se 
contengan en la sentencia de calificación, y cesará la administración concursal, ordenando el juez el 
archivo de las actuaciones, sin más excepciones que las establecidas en esta ley». 

Por su parte el artículo 374.1 de la Ley de Sociedades de Capital, dispone que: «Con la apertura del 
período de liquidación cesarán en su cargo los administradores, extinguiéndose el poder de 
representación». Y continúa el artículo 375.1: «Con la apertura del período de liquidación los 
liquidadores asumirán las funciones establecidas en esta Ley, debiendo velar por la integridad del 
patrimonio social en tanto no sea liquidado y repartido entre los socios». 

Las operaciones de liquidación societaria son competencia de los liquidadores de la sociedad sin que 
puedan ser llevadas a cabo por los administradores sociales que, como consecuencia del estado de 
disolución, quedan cesados de iure. Vigente el estado de disolución, no cabe designar 
administradores, ni siquiera con la finalidad de llevar a cabo operaciones de liquidación que, como 
queda expuesto, quedan al margen de su competencia”. RDGRN de 10 de febrero de 2022.  

Fusión. La Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, que estima parcialmente  el recurso 
interpuesto contra la nota de calificación de la registradora mercantil y de bienes muebles I de Girona, 
por la que se deniega la inscripción de una fusión, dice:  

“El defecto señalado con el número seis señala que el proyecto de fusión contenido en la certificación 
protocolizada no hace referencia al contenido de la regla sexta del artículo 31 de la Ley 3/2009, de 3 
de abril que tiene el siguiente tenor: «La fecha a partir de la cual los titulares de las nuevas acciones, 
participaciones o cuotas tendrán derecho a participar en las ganancias sociales y cualesquiera 
peculiaridades relativas a este derecho». 

El escrito de recurso se limita a afirmar que de conformidad con el artículo 49 y concordantes de la 
Ley 3/2009 no es exigible y que en el punto 8 del proyecto de fusión consta la fecha de efectos 
contables, de idéntica significación. 

Comenzando por este último argumento, esta Dirección General no puede amparar semejante 
afirmación pues confunde el derecho al beneficio del socio a que se refieren los artículos 93, 273 y 
275 de la Ley de Sociedades de Capital, y las consecuencias que sobre el mismo pueda tener el 
proceso de fusión, con las previsiones del Plan General de Contabilidad (a que se remite la regla 

http://www.araozyrueda.com/
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2820
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2022-2961
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2022/02/24/pdfs/BOE-A-2022-2962.pdf


    

 

 
 

 

www.araozyrueda.com                                NEWSLETTER ACTUALIDAD JURÍDICA      Febrero 2022 
 

P
ág

in
a2

7
 

séptima del artículo 31 de la Ley 3/2009), sobre los efectos meramente contables de la reforma 
estructural (vid. Resolución de 24 de abril de 2015, entre otras). 

Sin embargo, tiene razón la sociedad recurrente cuando afirma que en caso de fusión de sociedad 
íntegramente participada, como es el caso, el artículo 49.1.1.º de la Ley 3/2009, de 3 de abril, exime 
al proyecto de fusión de hacer mención de la regla sexta del artículo 31 de la propia ley. Lo hace con 
las siguientes palabras: «Cuando la sociedad absorbente fuera titular de forma directa o indirecta de 
todas las acciones o participaciones sociales en que se divida el capital de la sociedad o sociedades 
absorbidas, la operación podrá realizarse sin necesidad de que concurran los siguientes requisitos: 
1.º La inclusión en el proyecto de fusión de las menciones 2.ª y 6.ª del artículo 31 y, salvo que se trate 
de fusión transfronteriza intracomunitaria, las menciones 9.ª y 10.ª de ese mismo artículo”. RDGSJyFP 
de 11 de febrero de 2022.  
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